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1 director del Centro de Encuestas y Es- 
tudios Longitudinales de la Universidad 

Católica, David Bravo, ha insistido en que 
los indicadores del mercado laboral chileno 

son alarmantes y que ni siquiera hemos re= 
cuperado el nivel de empleo post pandemia, 
recalcando la pobre evolución de la tasa de 

ocupación y de participación, entre otros. 
Ante este planteamiento, la respuesta de la ministra del 

Trabajo, Jeannette Jara, fue que “a algunas personas le gus= 
tan harto los eslogan. La verdad es que lo que han demostra- 
do los datos es que hemos recuperado 
550 mil puestos de trabajo”. 

Durante el segundo trimestre de 
2019, previo a la violencia y la pan 

demia, el total de ocupados era de 8,9 
millones de personas, con una tasa 
de ocupación y participación de 58,1% 
y 62,7% respectivamente. Cinco años después, en idéntico 
trimestre de 2024, los ocupados son 9,3 millones y las tasas 

respectivas llegan a 56,9% y 62,1%. Junto a estas cifras, 

generadas por el INE, debemos considerar que, de no haber 
existido la violencia octubrista y la pandemia, en la actuali- 
dad deberíamos tener un total de ocupados que bordearía los 
9,5 millones de trabajadores, por lo cual la brecha aun no se 
ha cerrado. De allí que las tasas de ocupación y participación 
no han logrado exhibir los niveles de hace cinco años. 

Adicionalmente, en los últimos datos se observa una 

cierta desaceleración en el ritmo de creación de empleos, 
consistente con una actividad económica que se modera, con 
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proyecciones de crecimiento anual que se están corrigiendo a 
la baja. En esta creación menguada de empleos, la informali- 
dad sigue liderando y ya alcanza a un 28,2% de los ocupados, 
equivalentes a 2,6 millones de personas y, si bien el porcen= 
taje es similar al observado hace cinco años, la dimensión 

absoluta es sustancial, ya que 2,6 millones de trabajadores 
sin seguridad social anticipa una carga incremental de 
solicitud de pensiones financiadas por el Estado. A ello se 

suma que al transitar a la informalidad baja sustancialmente 

la posibilidad de recorrer el camino en reversa, sin que exista 
actualmente una política pública cuyo objetivo sea reducir 

estas cifras. 

Al complejo escenario descrito, se 
agrega un cambio estructural que se 
había iniciado antes de la pandemia, 
relacionado con la sustitución de tra- 
bajadores por máquinas dotadas de 
inteligencia artificial. Este proceso 

de sustitución no es nuevo y a lo largo de la historia se ha 
atravesado varias veces; sin embargo, en este momento es 
posible moderar el impacto de los oficios que están desapa- 
reciendo. Esto implica una política pública de capacitación 
para desempeñarse en nuevas tareas y en otras empresas, 
lo que debe ser abordado por los sindicatos, los administra= 
dores de las compañías y el Sence, tal como planteó en su 
momento el expresidente de la CNC, Manuel Melero. 

Es evidente que son variados y complejos los desafíos que 
debe enfrentar el Ministerio del Trabajo, pues los desequili- 
brios en la situación laboral son importantes y requieren ser 
abordados de manera urgente. 
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la sostenibilidad 
rural en jaque 

ecientemente, el Ejecutivo ingresó 
al Congreso el proyecto de ley que 
regula el desarrollo de conjuntos 
habitacionales de carácter sustentable 

en el área rural, enfrentando el problema 
generado por las parcelaciones rurales 
originadas al amparo del DL N”3.516/1980, 

que han posibilitado la creación de zonas 
residenciales al margen de la planifica= 
ción territorial y con afectación del medio 

ambiente y de la sostenibilidad de la pro- 

ducción silvoagropecuaria. 
Mediante esta propuesta legal, se crean 

y regulan los denominados Conjuntos 
Residenciales Rurales, que consisten en 
subdivisiones en cuyos predios resultantes 
puede construirse una vivienda unifami- 

liar, siempre que, al menos, el 70% de su 
superficie sea mantenida con fines exclu- 

sivos silvoagropecuarios, de conservación, 
preservación y/o restauración ambiental, 
cumpliendo con las condiciones y exigen= 
cias que se señalan en el proyecto de ley. 

Si bien la propuesta del Ejecutivo es 
acertada, los mecanismos legales mediante 
los cuales serían reguladas y aprobadas 
estas zonas residenciales en el área rural no 

parecen los más idóneos y expeditos para 
lograr que sean desarrolladas y desincen= 
tivan a eventuales interesados que preten- 
dan su concreción con fines silvoagrope- 
cuarios y de conservación ambiental. 

La regulación propuesta para estos con 
juntos habitacionales considera numerosas 

y variadas condiciones y exigencias que 
debe cumplir su titular y los adquirentes de 
los predios resultantes de la subdivisión, 
similares a las requeridas para el desarrollo 
de proyectos inmobiliarios en el radio ur- 

“si el Ejecutivo pretende que el desarrollo rural sea sustentable 
y equitativo, es necesario disminuir y flexibilizar las exigencias 
y trámites requeridos para hacer viables estos proyectos”. 

bano. Ello rigidiza el proceso de obtención 
dela autorización correspondiente y no 
parece proporcionado al fin que se busca. 
Además, el procedimiento de aprobación 
de estos conjuntos residenciales contiene 
una alta cuota de discrecionalidad por parte 
delas autoridades administrativas, quienes 

deben evaluar los proyectos y emitir los 
informes y permisos necesarios para su 
implementación, disminuyendo la certeza 
jurídica necesaria para quien pretenda 
acogerse al nuevo esquema normativo que 
se propone. 

En la práctica, las nuevas exigencias 
y requerimientos conllevarán un mayor 
costo para el titular del conjunto residen= 
cial, lo que encarecerá los valores de venta 
delos predios resultantes, ya que -muy 
probablemente- los costos adicionales 

serán traspasados al comprador. Esto 
desincentivará la posibilidad de vivir en las 

áreas rurales del país y hará inviable los 
objetivos de conservación ambiental y de 
sustentabilidad silvoagropecuaria que se 
busca promover. 

Siel Ejecutivo pretende que el desa- 
rrollo rural sea sustentable y equitativo, 
será necesario disminuir y flexibilizar las 

exigencias y trámites requeridos para hacer 

viables este tipo de proyectos, posibilitan 
do efectivamente el ejercicio del derecho de 
las personas a habitar en el área rural. De lo 
contrario, nos encontraremos nuevamente 
frente a un grave problema causado por la 
permisología, el cual generará un desin- 
centivo al crecimiento sostenible del país.   
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I+D: subsidios versus 
agencia estatal 

e ha asentado ya un cierto consenso sobre la urgente necesidad 
de renovar en forma indefinida el beneficio tributario de la Ley 

1+D, dada la proximidad de su inminente término en 2025, así 
como en flexibilizar los requisitos de acceso, facilitar su uso 

por parte de startups y aumentar el monto del beneficio máximo 
de obtener. Y si bien el Gobierno ha planteado su voluntad en tal 

sentido, lo hizo en el proyecto de reforma tributaria, estando hasta 
ahora en riesgo su aprobación. Llama la atención, entonces, que a 
pesar de que las cifras avalan la eficacia del instrumento, impere la 
inacción para desanclar esta iniciativa de un proyecto tan contro- 
versial como la reforma tributaria. 

En paralelo, hace algunas semanas el Gobierno presentó un proyec- 
to de ley que crea la Agencia de Financiamiento para el Desarrollo (Afi- 
de), entidad pública que tendrá el mandato de fomentar el desarrollo 
económico y/o social de una determinada región o sector productivo. 
El Ejecutivo plantea esta nueva agencia como una pieza clave para 
resolver el problema del estancamiento productivo que enfrenta el 
país, fomentando actividades de mayor valor agregado e intensidad 
tecnológica, más diversas o complejas, y que permitan un crecimien= 
to económico, social y/o medioambientalmente sostenible. ¿Cómo? 

Financiado, directa e indirectamente, el desarrollo de proyectos, la 
innovación, la adopción 

tecnológica yladiversiia- ¿Puede Afide reemplazar 
ción productiva. - es teramientas A TENOVacIÓn de la Ley 
apuntan  potenciarlain-— 1+D2 DE NINGUNA MANera. 
novación de base científica Esta agencia tiene grandes 
y tecnológica y la industria z 
delcapitalderiesgo,es-  UESafÍOS que resolver, 
perando posicionar a Chile partiendo por un adecuado 

gobierno corporativo”. 
en un centro neurálgico de 
esta industria en América 
Latina. La primera, a través 
de la acción selectiva de un directorio que tendrá que identificar 

sectores estratégicos de la economía que requieran de apalancamiento 
público. La segunda, en cambio, a través de un mecanismo abierto 
de inversión pública focalizada en 1+D. Ambas herramientas podrían 
complementarse, pero en el proyecto de ley de Afide se establece una 
“clara tendencia internacional hacia la reducción de subsidios y el 

aumento de inversionistas tanto públicos como privados”. 
¿Puede, entonces, Afide reemplazar la renovación de la Ley I+D? 

De ninguna manera. Ambas herramientas podrían contribuir al 
objetivo de elevar la inversión pública y privada en I+D, pero en la 
segunda hay evidencia de su impacto y consenso en sus ajustes, 
mientras que la primera tiene grandes desafíos que resolver, 
partiendo por un adecuado gobierno corporativo que entregue 
garantías de imparcialidad y calidad técnica. 

La inversión en I+D+i tiene efectos positivos para la sociedad en 
su conjunto, lo que justifica que como país invirtamos en fomen= 
tarla. Sin embargo, estos beneficios no están asociados únicamente 
a algunas industrias que un puñado de directores pueda identificar 

  

ideológico del gobierno de turno. Avancemos, pero esta vez, sin que 
tengamos que volver atrás. 
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